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1. EL RÉGIMEN JURÍDICO 
DELA UlI1VERSIDADCA­
TÓLICA: LA TESIS DEL 
CONSEJO DE ESTADO 

Recientemente ha surgido en la so­
ciedad española una cicna controversia 
en tomo a la uparicióll de sendos pro­
ycclos dc crem:ión de Universidades ca­
lóli..:as en Ávila y Murc ia respecth'a­
mente. que nos sitúa fronta lmente ante 
el problema de la detenninación del ré· 
gimen jurídico de estas instituciones en 
el ordenamiento educativo Clipañol. La 
Univers idad católica -denominación Ira­
dicionalmeme rescn'ada por el Derecho 
canónico para designar a las Universi­
dades de la Iglesia de eS lud io.~ civiles y 
que resulta más adecuada al m;tuat con­
lexto ordinamenwl que la de Unil'ersi· 
di/des de la Iglesia, reiteradamente uti­
lizada por la vigente legislaciónfl t re­
clama para sí un espacio propio en el 
seno del sistema un iversitario nacional, 
en el que a su \el la dialéclÍca Uni .. cr· 

sidud pliblica-Universidnd privnda dc­
limit:! un ámbito de. integración desde 
la perspectiva de 1:1 libre concurrencia 
de los paniculares en la prestación del 
servicio uni\'ersl1ario. 

El régimen conuín de libertades en 
materia educativa que se c1cnvn del vi· 
genle sistema cOlbtiluc ional propicin la 
genernción de un entorno escolar plu· 
ral. no circunscrito a los niveles educa· 
ti \'os inCrauni\'cl":litnrios sino, CUII10 no 
podía ser de otra forma, cxtensib le asi­
mismo a la esfe ra de la enseñanza supe­
rior: el dercrho fundamental de funda· 
ción docente proclamado por el art o 27,6 
de la Constitución y las dispos iciones 
que lo de<;''l.rroltan. constit uyen el mur­
eo normativo en el que tal pluralismo 
óe \:cn\ros cnClLCnl ra su adecuado cau­
ec jurídico, otorgando un significado y 
rucance específicos a la propi;l noción 
dc Universidild privnda. 

Consecuentemen te. ante la constata· 
cióndel reconoc imicll ln y desarrolJu del 
dercc-ho fundamenta] a la libertad de en­
señanza, el interrogante 31 que habrj de 
darse respuesta es el dc si las Universi­
dades ca¡ólicas, como fe nómeno ins· 
ti tucional al que evc nlllalmcn le sc Inri· 
buya una ciena especificidad en el si:-.­
le ma educat ivo españo l. son o 110 

reconduciblcs a la categor(a jurídica de 
las Universidades privadas. 

JosÉ R. POLO SABAU 

I' C(l llloess~bido.l~ denomirm~16n 

Unú'l'fsid"dt's dI' hr 1~/tlill apare · 
ció en n~-s\rn Dco:dlO &k!>lhti­
co como conSCC(lencl:¡ ell' la ador­
Cloo de: un.1. fÓllllulu C'S('aSIUIl~nlC: 

511111. COII la que ..e prclcndía s.1h ar 
de .. dc el punto de IIMI\ formol el 
(lb~ lkulo Ijue plnnltllh.l In p:1.r:rdó· 
jica vigenci,~ del e, 1319 del Códi 
80 de I)cra:-h ... Canónico (1{- t917, 
;:11 rd :lClón elm la !'fOyec';:Ió n en ct 
runbllo UIU\ Chl l MIO I Ley de Üfdc-
1L.1~I"'n UnlV!:nil.'nl de t9.J3) del 
prinCipio de la c<mf~"lonal idad cu­
Iól ica CSllIlal. t:n nll(!~tm enteri\). la 
aC I ~ :l1 I<igcncia lid prirrcipilJ de 
IlClltmhdad Id~'(llflglca estalal 1~1ce 
qllC la e~pr(,~1611 Unll'('f JidlUI ca­
lólicu adqulena , 11 plena qgnlfirn­
[ I6n. de (onroffil id".J con el 5euti­
do y finalidad que el rnlf'lo onlc­
nanll~' nI O canón1CO le IllriI1U)'<: . 
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ol "Las UIIl \'ersltladcs .dbpullc el 
apnrt.1do I del art X'. Colegios Uni· 
\'crsllano~, E..\Cucla~ Univl'nitruia¡, 
y OlIO) C\.'lIlfO!> un¡v~ r~i tariM ( IUC 

5~ e,labk/.c.1ll pllr la I th::~ i ll Cat61i· 
ca >1: acvlllod:tr.1n a 111 le¡;b lx i6n 
'Iue se pronmlguc con camelo.:r gc· 
rn:ral. en ~~tJ¡UlIO al modo de ejercer 
es!a.~ ac l lvubde~. 

Para el 11,:.:olll. .... imi ... nto a efectos ci ­
vile~ (le In<; e$rud io~ rcahl adoi en 
dichtY.o C. .. ' ltro!> ~c ~'Stnni a I .... qucdis· 
ponga la Icgi~13ci6n vigente en hl 
m:llcria 1.'11 cada /UoIllClno". 

", "1.."1 :Ipltc ación de c.\ la Ley a III ~ 
Univcr,idudl's de la Iglcsin Calt"ili­
ca -dice e~Ia norma· se IlJustuni ti lo 
di~pue .lI) en lo~ acuernos enlre el 
P..sI,'ltW'l e'fL"IfLol Y la Sunta Sede". 
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Sobre el particular ha tenido ya oct!.­
sión de pronunciarse el COII!>cjo de Es· 
lado en su dictamen de 16 de octubre de 
1997. con relación al expediente de re­
conoc imiento de la Ulliversidad Caró­
lica Sama Teresa de Jesús de "\lIila, en 
los términos y con las precisiones que a 
continuación se exponen: 

Los antecedentes f(¡etico!> (IUC c~tán 

en la base del conflicro imcrpretali\'uquc 
da oligen 11 la consu lta elevada al supre· 
mo ór1:ano consul1 ivo del Gobierno, nos 
remiten fu ndmnentalulclltea laprctcnsión 
de los promotores del proyecto de Uni­
versidad católica de quedar ¡¡Imargen del 
sometimiento integro a la legislación g¡:­
neral del Estado en .... atcria de libc.nad 
de enseñanza. sobre la base de una jXIsi­
ble interpretación del an, X del Acuerdo 
de 3 de enero de 1979, sobrccnseilm17 ... 1 

y asumos cultumles, entre el Estado C~· 
pañol y la Iglesia católiea·~I, en relación 
con la Disposición Ad icional 3" de la Ley 
Orgánica de Refonna Universitaria de 
1983,11: de tal interpretación se deducioa 
el hecho de que el estublec;mi",11U de la 
Universid,:¡d católica estú e.\duido del 
ámbito de aplicación de l a~ disposicio­
nes generales en la matcria, aunque no 
así el ejercicio de las actividades por par· 
te de 1 .. Universidad ni el evemual reco· 
noci miento de eficacia civil a los estu· 
dios en ella cursados, 

Las conc lusiones a las que se Ilegaen 
el dictamen -y que cnlo esencial, advicr­
tase desde ahora, acogen las pretensiolles 
de los_oromotores- son las sitmiente5: 

a) En prime-r lugar se afinnaqueefec­
llvamente el e,<¡tablecimiemo de la Uni­
vcrsic:L1.d católica no se somete al régi­
men eomtÍn, porqucdcl arl. X del Acuer· 
do de 1979 se hace derivar el reconoó­
miento implicito por p.'U1e del Estado )' 
en favor de la Iglesia de l derecho a esta­
blecer Universidades. En consecuencia, 
lo que en sí sc interpreta como un reco­
nocimiento genérico de estos ccntros se 
equipar:\ al trámite formal dcl reconoci· 
miento de Univers idades privadas. 13.1 y 
COIllO lo configura el RI) 557/1997, de 
12 de abril. sobre crcadón y reconoci· 
miento de Urtiversid¡tdes y Centros uni· 

vmitarlos, y con tuscfectosque del mis­
mo se derivan en dicha nonna. 

es olll,jo que "el modo de ejerrer estas 
flctiviefades" }' el reCOllocimientoa efec­
to.l' á\'ile.~ de los estudios ·únicos aspec­
tlJS (lIle (!A,/JreSlIIllcllte se ,WJllletell fl la 
fegislaCló,z I'igellfe sobre fa mmeria· no 
illc1llye /(, creaci6/Z o recollocimiento 
mismo de la Un;l'i!rsidad de que se t/'G­

le, ,~ie/Ulo así, además, que de la propia 
dicci()I! lilPrul dd Jllírmfo primero de! 
tl/'l[clllo X (/!H/flar!o j de refenmcia, 
cabe ra:,o/Iablclllente dedl/cir el reco­
lIocimielllO enfm.'or de la Iglesia caró­
lica de la WfNlcidad para "establecer" 
Celltm.r U,lil't!rsiwn'o,\' en general. En 
otrllS IXllabros. la Iglesia Cal(;/ic(J pa· 
drá, en efecto, crear Centros Unil'ersi· 
tarios de acuerdo COI ! SI/S I/onuas pro· 
pia~, ,tiendo as( qlU! a efectos civiles el 
es/mio EWllIiol, ti trGl'és de la ¡1Ite/pre· 
tación tle rf¡",ellria {Iel ar/ietllo X. re­

conoce fales Celltros Un;l'ersitnrios. 

En cohc.rcneia con este argumento y 
apoyándose expres .. unenle en él. se con­
sidero innecesana la promulgación de la 
correspondiente Ley de reconocimienlo 
-ya sea estntal o autonómica-. como es 
preccptivo en el régimen común. 

Ello e(Jlúmle, por {(mIO, {J que, (iesde mi 

pmJlO de I'ista t:slrir/ameme ¡ormlll, ,I'm 

innecesaria la aprobación de /l/lO Ley 
awonómica o es/alal pam la creaCIón o 
rl.'COllocimiemodc 11/10 Unil'l.'rsidad "es· 
la}}fedda" por 1" 19leJia Cmólica, sil/O 
(me~" rfO)flfH'f ~Ij fr;SlellcÍl¡ mi.mlll./lor 
l'inllll cfelaníclIlo X del Acuerdo ciwdo 
de 3 deellerode /979, quecOllSlillt)'ecolI 
rigor 1111 Trawdo Imcmaciollal (como lo 
Jost!/I 'O, Imr ejemplo, el Tribunal COIIS­
tilllávlI{/1 en tu Seme"cia 13//1982, de 
12 de nol'iembre) 511SCrilO por dos suje­
lOS de derecho imemacional, que COIIIO 

tal foll/IO parle del ordellamiel/lO jurídi­
co imemo eSJltlliol )'es, por tanfO, deobli· 
gudo L'IImplimiewo. 

h) En segundu ténn ino y haciendo 
prcval erel elemento literal en laexége· 
sis de l art, X del Acuerdo de 1979. se 
declara que s610 el ejercicio de las acti­
vidades universitarias está sujeto al cum-



plimiento de los requisitos y condicio- suertede procedillliemo de vcrific.'\ciÓn ''' En el dlc1 l111CD se ml'llC1Ona e., -
!les mínimas que establece el RD 557/ relativo a la observancia de las exigen~ pn:sam~nlr tI:vt :1. dd Conveaiu 

91; es decir. se trala de aquello que la cias mínimas queconte lllpb el RO 557/ dc5denoolde 1962.eomnpn!Ce_ 
dCllt ~ nonll~t1VO que mantenía Olla 

legislación gellenll, en senlido estricto. 91: se acude entonces al trámite ius - pClIición di" c¡')a I:n In medIda cn la 
contempla como la puesta en func iona- ¡aurado por el art, 15 de la referida dis- que COIllc!11pln un ~onocjmienlo 

./ mi ento de la Universidad. condiciona- posición reglamentaria , indll'iduol de cada UmvcNdlld 

da nonnativameme a la rea]iz;ld ón de cr~'adn por!a I gle<l ~ Llama 11l3!~n-

un acto administrativo autorizame que El obligado cumplimielllO por pmu de 
elón 'in cmba.rgo ql.Lc no ~ fuga 
n~mclón C\~ del an I de ese 

tiene a su vez unos presupuestos '1 un las U/lilwsidlldes eswblecitltls por la COI1'CIlio ea el que. COHlCldLCOOo 
alcance perfeclamente delimitados. Iglesia Cu/(j!iClI de los referidos reqlli- C\m el Sll!mficado 'IUC se cp.ucrc dar 

~i/()scO/I ellllcmlcc expue.';/O exige. ob- al ,\cumlode 1979. se procl:un:l el 
derecho de cSlablrcinllcnto de Uni-

En C//l/I/IO a estos COI!CrclOS dmbilos riamelJll', 1111 trlÍmite de vaijiclzciólI (} \w"ldlll.lc~ tn ravor de la Iglesia: 
(//Iodo de ejercer las aClil'ülllde,\ y re- comprobación de die/lO cWlIplimiellto .. bien es cienu tlue nunquc lal pre 
cOllocimicmo a efeclo,f ci l'iles de los Se lrata de 1m acto de comprobación, ce!'tu prueJ,l;n m.1 ~ cer;;nno n la lc-
estllllios rellJizadllS). .. ljuet/wl las Ulli · que como tallUJY qlle cOllcebir/o COII WI ~I~ so~t Cn1du en el dictamen !a.m· 

I'eniliades establecidas {JO/' la Ixlesia caráC/er reglado, y jJI'ccisamellle a ello 
(lOCon-:.ulln dhdo romo 3poyodc 
la m"ma. 'lnll mib bien al COIltra 

Cmóliea, COl1l0 se dice, sometidas (l /a .W' refiere el an(clI!o 15 del Real Deni!- no. pu6toql.lfel ('on\.:nlo de 1962 
legislaci6n (civil) \!igellle el! cuda /110- to 557//991. cUalulo el/able('e el! rela- s;: 11\So.'r13 tll U!¡ \'onlexto ordm, -
memo, solución lógica si se ¡ielle en ció" COI/ Jas Un iversidades privadas t:lClllol prcsiJido en e~te .i:nooo por 

el/ellta que se trata de ellser/(II/:,lIS no q/le, litIO , 'e~ lt!fo/loclda5 (en este caso \In rt~lmcn de monopolio e51alal 

ec/esiám·ca.f {Jlle COI/IO tales (Iebe" establecid(j,f por la IgleJia CmtlJjca), 
ull1~""llllriQ y. consccncnle l11Cnl C, 
~u an I ¡>Of ~( IIIlSlnll supone,si no 

impartirse .\'o/mgllUrtkmJo fa IlOmoge. "será(l!I,ori~ada pO/' la Admilli.\'{/'{wirín el .... :.:ullocimicnIO ,leI dercctLo do: 
¡reMad de estálldar. calidad)' comen;· competellfe el! 111/ 1'10::'0 !lO sIII}{:rior (1 rundacuSn durcnlc L111L I'C"'IUlri:l lal 
do mínimos exigibles. sin (/lIe die//(¡ /to· seis meses, p/'evia compro}){l('jólI de que 'j como :.~ proclnm:1 por nUl.'.:I lnl 

I/Iogeneidad quede garmzti(llt/a (101' 11I se han cumplido I{)s ,'ompromisos ad-
Üm\l1UI~IOO. « al llJe lto.la dl'(lll -

r~nón del dtrecho de tSlabled-
sola circ rmsta/lcia de ¡a '¡l/tI/raleza (/el q//indos po/' la el/tulad ti/l/hu' y hall Sido sniemo de t:m\e r.iJadc~ en f,nor 
sujelO que IOI//tl I(J inic:i(l/i l'lI para la homologados flOr el Gnbflm/O 10\ títll - ck: 1;\ I glc~il, Dio no "lIpldc qu~ el 

creación lle la UII¡,'ersidad misma, los oficiale.r 11 e.q}edir por la misma .. cjcr'IclO de tal dt!tx:IIO e}l~ COooI-

El'idelltemenre, los citado\ ' ;cfJmpmmi- ciOll~O en t I l>mplO Convcnio ni 
cumpllDLlcnlo dr \10 cOIljunto de 

Ahora bien. la sujeción es predicable .m.\' at!q/liridos·' por III el/lit/lid titltlar requISI!O!i I!IIC, por lo delTÚs.. few l 
exclusivamente respeclo de aquellos (eu este coso la i glesia Cmó/u:a) hay tan Hll1e¡,w en la vnktlea un en-
requisitos legales que no resultaren in- que conectarlos direC1Ul/lf'll te COIl el eem~do :lnll1)O regllllnentlsla 

compatibles con el derecho de cswble- Clllllplll/liellfO de los /'eqlli.rilOs exigidos 

cimiemo que se entiende reconocido por en el propio Real Decreto 557/JY9/. 

la norma acordada. 

II. VALORACIÓN CRÍTI-
la,f U"i, e/':fidatie.f (ydnruJs Celllros Ulli-
versilllrios) eSll/blecillas por la Iglesia 

CA DEL DICTAMEN 

CIIIÚlicl' ... deben someterse. por lo ql,e 
En nuestro criterio, a todo esLe pl an-

ahora iureresa, al cllmplimiemo de los 
req/llsitos /JI'cvisros en el mencionado Re-

teamienlo cabe oponer una objeción fUD-

'. al Decreto 557/1991, excepto e/l aque-
damenlll\ deriyacl:j de la in lcrpretaci6n 

l/os aSjJecto.~ que seall illcom¡lfuib/¡'s COII 
sislemática de e~ I C seclOr nonnath o: el 

la COl/clllSiú'l misma deriwula lle la i,,-
~c n lido que ~c atribuye al art, X del 

lerprewciólI del anículo X (1 la que ames 
Acuerdo de 1979. en cuya vinud lo que 

se ha hecho referencia, COl/siSle/lle ell 
se entiende como un reconocimicnlo ge-

recollocer a la Iglesia Católica /11 CO¡)(I-
nérico de las Univef",id .. dcs caloliciU) es 

cidad ¡)(Ira establecer. llmll,ié"/)(Jm im-
equipar:>.ble al instilulo jurídico del reco-

IJlJt'ti r '!lLfeiiollzas cil,ile.l', Ul1il'itr.\'idlllle.l' 
nocimientode Universidndes privadas en 

y dt;/Iuí,r Cemros Uni" ersiw/'im', 
sentido est ricto. introduce un elemento de 
distorsión que afec tngrave mente a la co-

Por lo demás -en relad6n con el ejcr-
herencia de lodo el SiStC IlUI'41. 

cicio de las ac tividades universitarias y 
Cabalmente, en el sislema constitucio- 375 con la S.:'ll\'edad apuntada-, se pone de 

nal español el derecho a c. ... I .. blcccr Uni-
relieve la necesidad de articular alguna 



.1. Con mOCI)CIlIJcncill deque la 0011-
rigllfllción legnl de l~ e nset'i~n1.J1 su­
penor cOllln sCI"\'iciu publk'O pueda 
en algunos ca:.os mullar esped:tl­
ment~ problcmallc3 en el \."Ullte.\ 'o 
dcl .. b lemil Je l i bertade~ plíbli c a ~ en 
matena OOllCal1\':I, en concordancia 
e011 el pruo:so uc IJfOlfunda revisión 
fklclrinal en el que o¡c vc hoy cn,,"d­
In I~ I'I'0piu noción de servido plí­
blico lo Ctenocs que, ala vista oc 111 
v.gente 1e1!. 1 ~1 ,lCi6n uni\'crsitaria, c,~ 
<!ifíci! cuC;<;lIon~r el qllC cstemos ante 
unu acl i~l<J:¡d de indudllble Illte r¿~ 

gencrnl (11d 1:. &po.~ lción de Mo­
tiVOS de la LO.R.U. I. así en declO, 
en el plflno norrnatiVI\, 11I cnsdlmll.a 
~uJ>crio r es ~· ollccb id.1 como un SCf­

vicifl plíbllco _ c .-c ncía l y 
tIansct:ndcnlc paro la comUlli(l1d. re­
CQnocu! n flo)~e a los podere'i púb ll ­
(''OJo 111 cOOlpclcllcii:l par.1 velar por la 
<1XUtC!\CI3.. mantelllmÍt:nlo y c:lI idad 
de la Un iversidad. ill~ti1llción a tra­
v&¡ de IfI que 5C presta C~h.: S\.:r\'i~lu 

(Vid. d I'n:;imbulodel RD557/ 1991 
Ilsl como el an o 1.1 ddu L.O.R.U.). 

." Vid el an 101 del ~D 557/ 1 \)tJ 1. 

-, V-d. el arl 57 de tn L.O,R,U. y el 
prdmhulo cid RD 5571199 1. 
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vCfsidadcs no le es reconocido a la Igle­
sia pOr el Acuerdo de 1979 sino. ames 
bien, por el ar1. 27.6 de la Constitución. 
que Contempla el derecho de Ioct.'l perso­
na ffsicn o jurídica a la libre creación de 
centros docentes de todo orden y grado; 
ello no sólo es congruente con la po~le­
rior entrada en vigor del Acuerdo sino 
también con el ¡;;lI'licter de la Constitu­
ción como nonlla runwllllcntal informa­
dora de todo el sistema jurídico, en re la­
ción sistemática de prevalencia respecto 
del Cot~Il .. IO norm.'ltivo aplicable. 

El cjcrciciode este de~ho fundamcn­
lal está sujclu al cumplimienlo de unos re­
quisitos !llín i mu~, en razón del especial 
canícler que 051elll11 en nueslro sistema 
constitucional la activid'ld con la que se 
relaciona su objeto (la educaciónys': 'f es 
pree isamcnte en el transcurso del procedi­
miemoformaldereconocnniemoenelque 
tiene lug<ITcl gmesode l aactl\~dadadmi ­

nistrativlt de comvrobación -que se desa­
rroll a en ejcn:iciodc una potestad reglada 
y por tanlo vinculada a un conlrol de es­
trictalegalidad-,encaminadaa \ cdficarel 
cllmpljmientodetalesrequi:;ito.)mírumos: 
en concreto. en el man:.:o del expedienlc 
ndmi nistrali I'oq ue precede nt."'Ccs;uiamcn­
le a la tffimitación parlamentanadc la co­
rrespondiente Icyde rcconocimien[o·~ ' . 

Por lo lamo. es obvio que cualquier 
persona física o jurídica se encuentra 
hoy en In misma situación de partida que 
aparCnlCIIlCIIIC se atribuye a la Iglesia 
con cieno carácter de singulari{L'ld: esto 
e.O:: . liene constituciona lmente n,:Cfl l\oci­

do su derecho a eslablecer Universida­
des)' no por ello queda al margen de l 
,-,0 l11eLil111ento íntegro a las dispos icio­
nes conten idas en el RD 55711991. ya 
que de hecho esta norma juniO con la 
propia Ley Orgánica de Rcforma Uni­
versitaria (Título VII1) no hace ... ino de­
sarrollar el régimen jurídico-constitucio­
nal de l derecho fundamental a la libre 
\; reación de centros docentes('l que, en 
sus camcleres bi~icos (lIonllQ5 lxiJicaSJ, 

compele establecer al Estado en relación 
de excJ lJ ~ i v i dml respeclo de las COIUU­
nidades AUlónomas (:111.149. IJO"CE). 

L'l afinnación ,Ul terior, difíci lmente 
conte~lab le desde lít peTlipectivo de la 
actua l confonnadónde nuestro sibtcnm 
dedcn."chos y libenades en maleria edu­
cativa. presen la si n embargo una con­
secuencia que. técnicamen te, resu lta 
irreconciliable con el ~ell tido que se 
olorga al arto X del Acuerdo en el dicla­
mcn que nos ocupa: no puede en modo 
alguno manlencrse que existan requisi­
tos en el RO 557/1 991 incompatibles 
con el derecho de C!itablccimienlo de 
Universidades -a estos efectos y en vir­
lud de lo ya indicado, carece de rele· 
vancia :t qué sujelO en concreto nos es­
temos refiricndu', mlixime cuando el 
Tribunal Constituciunal se ha pronun­
ciado ya en favor de la consti lu ­
cionalidad del contenido del citado RO. 
cn su Sentencia de 1I de ju lio de 1996: 
"el Renl [)(.'CTCto 557/1991 -dice el Alto 
Tribunal en esta resolución- pretende 
actuar corno complemento blisico indis­
pensable de unos preceptos dc ullllley­
la Ley Orgánica 1111983. de Refonna 
Un iver.;itaria-, calificados como bási­
cos, que explícitame nte habilitan al 
Gobicmo p.1.r.l Ilerar a cabo esta tarea 
de desarrollo reglamenlario relativo a 
cue,stioncs consideradas, por su deta­
lIismo)' su car.:íc.ter técnico, impropias 
de una ley". La púSlcnordelerminación 
de la nu lidad de l art. 1 y dc la Oisp. 
Adicional [" tiene un significado Jimi­
lado, rclfll i\'o a cienos aspectos a los que 
se nicga Sil carácter básico y, por lo tan­
to, no implica im:ompm ibi lidml algulla 
con el ejercicio del derecho fundamen­
tal de fu ndación docente universitaria 
cuyas condiciones viene esta norma a 
desarrollar. sino que debe conectarse 
propiamcnte con una de licientc aplica­
ción del cri terio de rcpanocompelencial 
entre el Esladu y las CUlllunidad.:s Au­
tónomas, corregida po r el Tribun;ll 
Consti tucional. 

L'l supresión del trámite fonnal del 
reconocil1licntode cada Universidad pri­
... acta no sólo elude la 1k."'CCSidad de pro­
lIlu lgar mm ley ~t <t t:l l o auton6mica en 
t;tI sentido, sino que lambién conlleva la 
eliminación del expediente administrati­
vo que le precede y que constituye el 
único cauce jurídico previsto p.'lJ'a llevar 



a cabo ~I correslxmdif!n te control de le­
galidad en el ejerciciodcl derecho de fun­
dncióll dOl:Cnte universitaria. 

El hecho de que. paniendo de la con­
sideración literal del arto X, se haya opta· 
do por acudir al contenido del an. 15 del 
RO como mecaniSlllode vcrificilción del 
cumplimiento de los requisitos y condi­
ciones mínimas, no hace a nuestro juicio 
sino confinnar la interpretación que pro­
pugnamos en la medida en la que, en su 
concreta conliguración nonll<ltiva, cl trá­
mitedc l art 15 li¡;ne un alc¡mee limimdo 
qllC sólo se extiende a la constamción de 
detcmlinados extremos: más concreta­
mente. a los compromisos adquiridos por 
el ti tular en el momento de solicitar el 
reconocimiento de la Universidad. pero 
eu yo efectivu cumplimiento debe propia­
mente \'erificarse por la Administrnci6n 
competente al ser autorizada la puesta en 
fu ncionamiento de aquella. Únicamente 
de este 111000 cobra sentido, desdc u1la 
pcrspecliva sistemá1ica, la patente dupli­
cidad en la ac tividad administrativa de 
comprobación: la que tiene lugar en el 
curso del expediente de r«onocimienlo 
y la que precede al acto autorizante de la 
puesta en funcionamiento. Así, cntcnde­
mos que no es casual la diferenciación 
de ambos extremus que se desprende dc 
la dieóón liteml del ano 12 párrafo 2 del 
RO 557/1991: "si con posterioridad al 
inicio de sus actividades dichos poderes 
públicos apreciaran que una Uni\'crsidad 
privada incumple los requisitos exigidos 
por el onJcllamientu jurídico. en cspccinJ 
por el presente Real Decrelo, y los com­
promisos adquiridos al solicilar su reco­
nocimiento ... ·, . 

Puede con ello advertirse que el re­
conoc imiento fo rmal de cada Universi­
dad Cilios términos en los que se ha es­
t3blecido por la Icgü,(¡lCión vigente, 
consti tuye un presupuesto técnic:uncn­
te necesario del aClO administrativo de 
autorización de la puesta en func iona­
miento: la eli minación de aquél en fa­
vor de un genérico reconocimiento de 
la ex.btcncia oc las Universidades calÓ­
lkas, como se ha señalado. no parece 
pueda producirse sin menoscabo de 1:\ 
coherencia interna del sistema. 

Cuestión distinta es que la propia 
exigencia de que el procedimiento for­
mal de reconocimiento previsto en el 
régimen general cu lmine con 1" pro­
mu lgación de una ley sea es pecialmen­
te discutible y plantee inconvenientes 
técnicos de difícil soluc ión: IfI flpmente 
paradoja que impli ea el hecho de que 

una ley 31110n6mica esté sujeta a los dic­
t¡tdos de una normn estatal de carácter 
reglamentario, en el seno de un ordena­
mientojurídico-administralivlJ en el (lue 
no tiene acog.ida el principio de reserva 
regla lllen taria. puede h.:tllar ni menos 
elemen tos de jllsti l1cación en el juego 
que brinda el princi pio dc competellcia 
en el ámbito de las lécnicas de relación 
interordinamenlal. cn estrecha relación 
con la concellCión m.lleri al de la expre­
sión tegislación básica (referida por lo 
tanto también a las normas de fa ngo 

infr.¡legal) reiteradamente aSU1IIid a por 
la juri5prudencia conslitucional (SSTC 
32/83. de 28 de abril. 13/89, de 26 de 
enero. 21 3/94. de 18 de julio ... ) -circuns­
tancia además ésta última que permite 
hacer ex tensiva también esta posi ble 
fundamcntaci6njuríd ica al sllpue~[o de 
que se trate de una Le)' estal .. I-; mayo­
res di fi cultades ofrece, ~ in embargo, el 
alambicado trámite :Irtieu lado en torno 
a la posibilidad de revocación del reco­
nacimiento (art. 12 y Disp. Adiciona l 
3".3 del RD 557/19(1) que. en puridild, 
requcrirá de la promulgnción de una 
segunda ley derogatoria de aquella que 
consagró el reconocimien to fomlal de 
la Universidad, cuando lo lógico hubie­
ra sido reconducir las consecuencias del 
incumplimiento de la legalidad vigente 
al ámbito propiodc la patología del acto 
administrativo auton Z<lIlte de !tt puesta 
en fu nciunamicnto . lo que ¡ldemás re­
sulta coherentecoll el alcance de las au­
torizac iones administra tivas para la 
puesta en funcionamiento de activida­
des por tiempo indefinido. generadoras 
en nuestro ordenamiento jurítl ico-admi­
nistrat ivu de una facu ltad inspeclOra 
continu;¡daen el tiempo. en virtud de su 
confrontación con los intereses genera­
les en juego. que motivaron en origen 
el sometimien to del ejercic io del dere­
cho en cuestiÓn a unas cond iciones 
preestablecidas. 377 
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Por oua partc. el argumento de la 
fa lta de un desarrollo ~pccífico del arto 
X del Acuerdo de 1979 -expresamcnte 
me ncionado en el dictamen·. en relación 
COn d contenido de la Disposición Adi­
cional)" dt: la L.O. R.U .. nos parece es­
casamente con~ i stcn tc. 

En primer lugar, la nomUl acordada 
-siempre que se ad mita el sentido que 
aquí le hemos atribuido- no requiere de 
un u][erior desarrollo espcdficll desde 
e l momento en el que en ella se contie­
ne una remisión a la legislación gene­
mI: adcmás, cl lo implica, por defi nición . 
una rc.nuncia por parte de la Iglesia a 
inter:enir en concurrencia con los po­
deres públicos en la instaur.lciÓn del 
correspondiente régimen de desarrollo. 
Con 10 que cualquier intento de hacer 
valcr a tal efeclo la cláusula interpre­
lativa drl arI. XVI del Acuerdo resu lta· 
ría, a nuc5tro juicio. injustifi cado. 

En segundo ténni no, la Disposición 
Adicional3' de la L.O. R.U. (aplicación 
de esta ley a las Uni"cr..idadcs cat6li­
cas de confo rmidad con el régi men 
paccionado). pilrece apunmr hacia la 
existencia de algún tipo de especialidad 
en cuanto a la proyecc ión del rég imen 
t.:oll llín del derecho de fundación docen­
le sobre las Universidmles cmólicas; ello 
vendría presunlament e a apoyar hltesis 
del sometimiento p.1rcial ¡¡ la lcgisl<lción 
genernl, salvaguilrdando el derecho de 
e~tab l ecimiento de Universidades reco­
nocido a la Iglesia en el Acuerdo. 

Pues bien, existe sin embargo un 
ámbito específico en el derecho de fu n­
dación docente en el que. sin menosca· 
bo del cri terio general que venimos sos­
teniendo, la referida Disposición Adi­
cional 3' cobra su plena signifi cación: 
se trola del reconocimiento de nuevos 
Centros en las Universidades privadas, 
sometido al cumplimiento de los requi· 
sit os mínimos contenidos en el rég imen 
ge neral (arls. 58.3 de la L. O.R.U. y 16. 1 
de l RD 557/199 1). En cste t:aso, la crc<l ' 
ci6n de nuevos Centros en el seno de 
las Universidades católicas que conti· 
núan rigiéndose por el Convenio de 5 
de abril de 1962. aplicable estrictarnen· 

le como derecho 1 /"lJ11.~iforio -al no ha­
ber oplado aquellas por su adaptación a 
la legislación general a la enlrada en 
vigor del nuevo régimen (urls. X.2 y 
XVII.2 del Acuerdo de 1979)-. queda 
C)i.cnla de su sujeción al régimen común 
y sometitL'1 Jlor lo tanto a las dislXlSicio­
nes del mencionudo Convenio. 

Lo que en defin itiva se deriva del 
cri terio adoptado por el Cunsejo de Es­
tado no es más que la instauración de 
Ull ll tercera r ía frente a ¡a dualidad Uni­
rersidad plÍbl icn-Uniycrsidíld privada. 
1" vía de las Un i\lersidades cnlólicns, 
nnicul"da en tomo a UII régilllenjurídi­
co espec ífico y diferenciado que. lejos 
dc responder a una teóri ca naturaleza 
singular de estas insti tuciones. encuen­
tm su fundamento única y exclusiva­
mente en el sentido que ~e atribuye a la 
regulación acordada sobre la materia 
entre el Estado español y la Iglesia. 

/lO es pmccdcJlle SOSWIU ... qlle las Ulli­
\'t'rJidadeJ creadas por la Iglesia Cató/i· 
(Y/ cO/r.~tj¡lIy(1II1/11 "tertium gcn/lS ". jml­

to olas Un;ven; jd{/(Jes Públicas y Primo 
das. COII el pretellflitlo objetiro tje hacer 
il/aplicables en bloque las ' 1o m lllS pre· 
l'iSlaS !x/ra ésfas, L(l.~ pCCIJ /iarit/ades qlle 

rijllll en re/lIci611 CO/1 llls Unil'ersidades 
rrelldas por la 19lesÍfI Católica existiráll 
en /(111 10 el! malllo se hayan dictado Ilor· 
mas (bwlllir/u.I'. O/Jllilll/1/!llle, Con\'enios 
o Acuerdos Ir rtemndOlUl les) (Jlle h~ pre· 
I'ean, pero 110 tanto porque ,JOr /llIfw{/le­

':0 o por ofra.r ra:'Ol1es ajenas estriCIll' 
lIIe/lle al Jereclro posi/iro a.rí deba ser. 

Con esla determinación. el propio 
die.lamen nos brinda la p.1uta para plan­
tear la concurrencia de un posible con· 
mClo de igualdad: se reconoce la exis­
tencia de dos fenómenos insti tucionales 
(Universidad pri\'ada y Universidad ca­
tólica) a los que se adjudica una misma 
condición ·la condición inherente al 
concepto de Universidad de titularidad 
pri\lada- en el se no de nuestro sislema 
educativo, pero a los que se otorga un 
tf:\ tamicnlo jurídico diferen ci ado cuya 
ratio sólo parece poder hallarse en el 
conten ido mismo de las disposiciones 
que integran este seclor nonnativo. 
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La diticuhnd para asumir el plantea­
miento que se propone en el dictamen 
radica en lo que entendemos consti tuye 
una interpretación a i~ l ada . fu ndamemal· 
mente hteral y de difícil encuadre siste­
mático en nuestro ordenamiento educa­
tivo. dcl m1 . X del Acuerdo de 1979: en 
esteconlexlo, la inapropiada uti lización 
de determinados cauce~ jurídicamente 
establecidos con una fi nalidad diversa 
de aquell a ti la que pretenden aplicarse, 
no es sino la manifestación sintomática 
de ese enfoq ue inicial de la cuestión. 

Asf pues, en nuestra opinión. el in­
terrogante con el que abríamos estas 

páginas sólo puede ser resuelto en un 
determinado sentido: las Un i\crsidadcs 
católicas en el Derecho cspaiiol .... igcntc 
5011 plenamente reconduciblcs al régi­
men jurídico de las Universidades pri ­
vadas. La unidad esencial del concepto 
Universidad solaJllcntc se \.c mati/-Ddll 
porcJ rcconocirnientoconstitucional del 
derecho fundamental de fundación do­
cente universitari a. de donde se sigue 
que la dialéctica Uni\'c rsidad IHíbti c:l­
U ni\'er~ i dad privada encuentra Sll eje de 
\'c!1ebración cstric tamente en la condi­
ción dc:l lilular de la Unive rsidad (t itu­
laridad pública o privada). 
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